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[bookmark: _Hlk143780582]REVOCATORIA DIRECTA – Acto de Apertura – Acto de Adjudicación

Dentro de las reglas del sistema de compras públicas, es pertinente diferenciar tres momentos jurídicamente distintos dentro de la actividad contractual en procedimientos competitivos: la apertura del procedimiento de selección, la adjudicación y la celebración del contrato. Cada uno cumple un propósito distinto y produce efectos jurídicos diferentes. La apertura del procedimiento constituye el acto mediante el cual la entidad pública pone en marcha la convocatoria y define las reglas que regirán la selección objetiva del contratista. La adjudicación, por su parte, corresponde a la decisión administrativa mediante la cual se identifica y selecciona la oferta favorecida, reconociendo a un proponente determinado la condición de futuro contratista y consolidando una situación jurídica individual y concreta a su favor. Por último, la celebración del contrato supone el perfeccionamiento del vínculo jurídico entre las partes, una vez se satisfacen las exigencias y solemnidades previstas por el ordenamiento para su formación.

REVOCACIÓN DIRECTA – Acto Administrativos – Momentos 

Ahora bien, en torno a la posibilidad de revocar actos administrativos diferentes al de adjudicación en los procesos de contratación, se destaca el acto de apertura, que del proceso de licitación agota sus efectos con la adjudicación o la declaratoria de desierta del proceso, según lo previsto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. En la actualidad el Decreto 1082 de 2015, no reguló la revocatoria del acto de apertura, quedando el tema en estado de incertidumbre. De acuerdo con lo descrito, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha distinguido 2 momentos para efectos de examinar la posibilidad de revocar de manera unilateral el acto de apertura: 

a. El primer momento es antes de que se presenten ofertas, en el cual hay unanimidad de criterio respecto a la posibilidad de revocarlo unilateralmente, porque no se ha configurado ninguna situación particular. 

b. El segundo momento cuando se presentan las ofertas en el proceso de selección, evento en el cual la jurisprudencia ha planteado las siguientes tesis […] 

REVOCACIÓN DIRECTA – Acto de Apertura – Tesis 

Tesis 1: Antes de adjudicar un proceso de contratación, es revocable de manera unilateral el acto de apertura, siempre que concurra alguna causal prevista en el artículo 93 del CPACA, por remisión del artículo 77 de la Ley 80 de 1993. Sin embargo, en la medida en que esté más avanzado el proceso de selección se irán consolidando “expectativas” jurídicas y económicas de los participantes, y en esa misma medida se incrementan los riesgos de causar daños ciertos y personales, que en caso de proferirse una revocatoria, podrán ser objeto de indemnización por parte de la administración, siempre y cuando exista prueba de su configuración. 

Tesis 2. No es posible revocar unilateralmente el acto de apertura, por cuanto la administración debe iniciar la actuación y solicitar el consentimiento de quien o quienes hayan presentado ofertas dentro del plazo previsto en los pliegos de condiciones. Lo anterior por cuanto una vez los interesados presentan sus respectivas ofertas, se genera la legítima expectativa de que su propuesta sea considerada y, en ese momento, la oferta pública de la administración, contenida en el acto de apertura del proceso de selección, se particulariza y se convierte en irrevocable, salvo que haya sido obtenida por medios ilegales.

Tesis 3. Una vez se han recibido las propuestas, el acto de apertura no puede ser objeto de revocatoria directa en forma unilateral por parte de la Administración, sin el consentimiento expreso del mejor proponente, toda vez que las reglas de la propia convocatoria - no es otra que la de la oferta mercantil aceptada-, la cual se concreta en el derecho a suscribir el contrato estatal, del cual se genera dos derechos, uno para los proponentes de ser evaluados y otro para aquel que tenga la mejor propuesta el cual consiste en ser seleccionado y a ejecutar el contrato estatal que le debe ser adjudicado.
 
Tesis 4. Se puede revocar unilateralmente el acto de apertura del proceso de selección, si se advierte la configuración de alguna de las causales y demás requisitos que dan paso a su procedencia, toda vez que al ser un acto administrativo de carácter general se torna evidente que la Administración no está condicionada a obtener el consentimiento previo y expreso de los proponentes o del mejor proponente para revocarlo; además, no se consolidan derechos a favor de los proponentes, toda vez que hasta ese momento solo existen “meras expectativas” y, en algunas circunstancias, expectativas legítimas a favor de algún participante; conceptos jurídicos que alinderan tanto la existencia y alcance de un eventual derecho o expectativa, y el punto límite de proyección del atributo de la revocatoria del acto administrativo.

ACTO DE ADJUDICACIÓN – Naturaleza jurídica – Características

El acto de adjudicación es la actuación final de la fase del procedimiento de selección, en la cual se manifiesta la voluntad de la Administración de realizar la contratación con uno o varios oferentes determinados. El acto de adjudicación es una de las formalidades más importantes para la configuración del contrato estatal, en la medida que es a partir de ella que se origina la obligación para las partes de celebrar el contrato objeto del procedimiento de selección. Así lo ha anotado la doctrina al señalar que “con la adjudicación del contrato surge una relación jurídica de la cual se deriva el compromiso para las partes de observar las formalidades propias del perfeccionamiento del contrato”. 

ACTO DE ADJUDICACIÓN – Carácter vinculante 

Adicionalmente, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como la doctrina han distinguido tres (3) características del acto de adjudicación del contrato estatal, que pueden sintetizarse así: i) es un acto administrativo de carácter definitivo y de alcance particular; ii) es irrevocable, por regla general, y iii) es obligatorio, tanto para la entidad contratante como para el adjudicatario.

De lo anterior se coligen varios elementos: i) al ser un acto administrativo, aquel debe ser motivado en forma razonada y suficiente y debe producirse con las formalidades propias de los actos jurídicos; ii) al ser un acto administrativo de carácter definitivo, significa esto que termina el proceso de selección con su producción y se decide de manera definitiva sobre la futura celebración del contrato estatal y, iii) al ser un acto administrativo de alcance particular, la administración está obligada a notificarlo al adjudicatario y comunicarlo a los demás oferentes.

REVOCATORIA DIRECTA – Noción

En torno a la posibilidad de revocar los procesos de contratación es pertinente tener presente la revocación directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta institución debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocación directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado por el legislador para que esta revise sus propias decisiones.

REVOCATORIA DIRECTA – Acto de adjudicación – Consentimiento previo

En todos los casos en los cuales la norma aplicable sea el CPACA, entonces, se debe recurrir a demandar el acto administrativo de carácter particular cuando quiera que no se obtenga la autorización expresa del titular para proceder a la revocación. Dicho ello, no puede perderse de vista que la primera frase del artículo 97 del CPACA es “salvo las excepciones establecidas en la ley”. Esto quiere decir que la ley puede contemplar en normas especiales “excepciones” a la regla absoluta de irrevocabilidad sin el consentimiento del destinatario del acto que contiene el Código en mención. 

Esta regla del artículo 97 ibídem se ajusta perfectamente a la lógica de procedimiento general que tiene el CPACA, cuyas funciones son servir como fuente para llenar vacíos en leyes especiales sobre procedimientos, y ser aplicadas ante la ausencia total de una norma especial. En ese orden de ideas, si una norma especial prevé la posibilidad de realizar la revocación directa, no será necesario recurrir a las normas generales de procedimiento, pues existiría una norma especial que regula la materia y no se evidencia la existencia de un vacío que requiera ser llenado. La diferencia en el régimen jurídico contenido en las normas del CPACA y de la Ley 1150 de 2007 da cuenta del ejercicio de la libertad de configuración del legislador, que adoptó para los dos casos decisiones diferentes teniendo en cuenta los intereses públicos en juego y la tensión entre estos y los derechos de los administrados. 

Con base en las anteriores consideraciones es posible concluir que, para revocar el acto administrativo de adjudicación de un contrato estatal, cuando se verifique alguna de las dos causales que lo permiten, según el artículo 9, inciso tercero, de la Ley 1150 de 2007, no es necesario obtener “consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo” adjudicatario, como lo ordena el artículo 97 del CPACA. Lo anterior es así, pues el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 consagra un régimen especial de revocatoria directa del acto de adjudicación que no exige permiso del titular. La ausencia de una regla en ese sentido, en el entendido de esta Subdirección, no puede interpretarse como un vacío que deba ser llenado con el CPACA, sino como un régimen jurídico diferente: situación análoga a la que en su momento ocurría con los regímenes de la Ley 80 de 1993 y el CCA.
	 
ACTO DE ADJUDICACIÓN – Revocatoria directa – Debido proceso 

Ahora bien, lo anterior quiere decir que, en términos prácticos, la Entidad Estatal debe respetar el debido proceso del adjudicatario cuando pretenda establecer si i) ha sobrevenido una causal de inhabilidad e incompatibilidad entre el acto de adjudicación y la suscripción del contrato o ii) si el acto de adjudicación se obtuvo por medios ilegales. En otros términos, con el objeto de verificar la existencia de alguna de las causales que permite la revocación directa del acto de adjudicación, la Entidad Estatal debe llevar a cabo un procedimiento administrativo en el cual se respeten las garantías de que trata el artículo 29 superior y en particular los derechos de audiencia y defensa del adjudicatario. Este deber no deriva del parágrafo del artículo 97 del CPACA —cuya aplicación queda desplazada por la norma especial—, sino directamente del artículo 29 de la Constitución Política y de los artículos 3 y 34 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, que gobiernan el procedimiento administrativo general en aquello no regulado por la norma contractual especial. En consecuencia, la entidad debe adelantar una actuación administrativa en la que comunique al adjudicatario los hechos y fundamentos jurídicos que soportarían la causal, le permita ejercer su derecho de contradicción y aportar y controvertir pruebas, y decida mediante acto motivado susceptible de los recursos que correspondan. Sin embargo, a la finalización de ese procedimiento administrativo, si la Administración verifica la ocurrencia de alguna de estas situaciones, puede proceder a la revocación del acto administrativo de adjudicación incluso si el adjudicatario no otorga su consentimiento para ello. 

PÉRDIDA DE EJECUTORIEDAD – Desaparición de fundamentos – Alcance

Sin embargo, el artículo 91.2 del CPACA contempla la pérdida de ejecutoriedad cuando desaparecen los fundamentos de hecho o de derecho del acto. Esta institución se refiere a la posibilidad de ejecutarlo y debe distinguirse de la revocatoria y de la nulidad. La primera retira administrativamente la decisión en los casos autorizados; la segunda corresponde al control de validez por el juez; el decaimiento presupone un cambio posterior que afecta la eficacia del acto administrativo. La sentencia del 27 de enero de 2016, expediente 49170, explica la presunción de legalidad y las causales de pérdida de fuerza ejecutoria, en un asunto regido por el Decreto Ley 01 de 1984, Código Contencioso Administrativo, en adelante CCA. Su referencia a los artículos 64 y 66 de aquel estatuto debe interpretarse históricamente, no como normativa vigente para actuaciones nuevas. 

La irrevocabilidad del artículo 9 y la ejecutoriedad del artículo 91 se aplican en planos diferentes. De esa distinción no se sigue que toda alteración del escenario económico produzca el decaimiento del acto de adjudicación. La entidad debe individualizar el fundamento indispensable que existía al expedirla y demostrar que ha desaparecido realmente, con incidencia en la obligación de celebrar el contrato. En cuanto a la pérdida de fuerza ejecutoria por desaparición de los fundamentos de hecho, esta se configura cuando sobreviene una modificación sustancial de las circunstancias fácticas que sirvieron de soporte a la expedición del acto administrativo, de tal entidad que altera su alcance, sus efectos jurídicos o las condiciones que justificaban su ejecución. En estos supuestos, la nueva realidad fáctica desvirtúa los presupuestos sobre los cuales se adoptó la decisión administrativa, de manera que la ejecución del acto pierde respaldo en los hechos que originalmente legitimaban su eficacia. Por otro lado, los fundamentos de derecho se pueden dar en los siguientes casos: i) de acto administrativo reglamentario por supresión de la norma reglamentada; ii) por derogatoria tácita; iii) por una ilegalidad sobreviniente; y iv) por una inconstitucionalidad sobreviniente. 

RESPONSABILIDAD PRECONTRACTUAL – Daño antijurídico – Imputación – Causa extraña 

El fundamento constitucional de la responsabilidad es el artículo 90: la obligación de reparar se vincula al daño antijurídico imputable a la actuación u omisión de una autoridad. La sola participación en una convocatoria no garantiza obtener el contrato, pero tampoco priva de protección a la confianza legítimamente generada por la Administración. Expósito Vélez examina la responsabilidad por ruptura de tratativas, invalidez del negocio y frustración del procedimiento; diferencia el interés negativo o de confianza del interés de cumplimiento. Este marco exige precisar qué posición fue afectada y cuál daño se reclama, en lugar de deducir automáticamente una indemnización por toda revocatoria.

Desde la buena fe objetiva, el examen no se agota en la convicción interna de haber obrado correctamente. Neme Villarreal explica que este estándar exige una conducta leal y proba frente a la contraparte. En el ámbito consultado ello se traduce en informar oportunamente los obstáculos conocidos, tramitar con diligencia las autorizaciones requeridas, no inducir gastos que se sabe serán inútiles y comunicar sin dilaciones la decisión fundada. Una causa fiscal irresistible puede explicar que no se celebre el contrato y, aun así, no justificar costos adicionales causados por haber ocultado o comunicado tardíamente el impedimento. La responsabilidad debe atender a cada conducta y a su propia incidencia causal.

FUERZA MAYOR – Imprevisibilidad – Irresistibilidad – Exterioridad

Para la fuerza mayor no basta que el hecho sea posterior o provenga de una autoridad fiscal. El artículo 64 del Código Civil, subrogado por la Ley 95 de 1890, y la doctrina del Consejo de Estado exigen examinar la imprevisibilidad y la irresistibilidad, junto con su ajenidad frente a quien la invoca. La prueba debe mostrar por qué una gestión razonablemente diligente no podía prever ni evitar el impedimento y por qué este impidió cumplir el deber específico. La mayor dificultad o el encarecimiento no equivalen a imposibilidad. Tampoco puede invocarse como causa extraña un obstáculo producido o agravado por no tramitar oportunamente una autorización necesaria y conocida.

En el caso de una medida fiscal deben revisarse su alcance vinculante, las advertencias anteriores, la oportunidad de la programación y las gestiones alternativas. La falta de aprobación de vigencias futuras puede ser el resultado ordinario de una solicitud que no reunía requisitos; en ese supuesto no se transforma en fuerza mayor porque la negativa haya sido comunicada por otra autoridad. Distinta puede ser una prohibición general, extraordinaria y no razonablemente previsible que impida asumir nuevos compromisos y no pueda superarse por medios legales. Aun en esa hipótesis debe probarse que es la causa determinante del daño reclamado y que no existe una falla propia con incidencia autónoma.

HECHO DEL PRÍNCIPE – Equilibrio económico – Diferencias con la exoneración

Por otro lado, la teoría del hecho del príncipe se emplea característicamente para estudiar alteraciones extraordinarias de la ecuación económica de un contrato celebrado por medidas generales de autoridad. La Circular Externa 14 de 2023 de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado sintetiza la jurisprudencia y distingue esta figura de la imprevisión. Su configuración puede generar compensación o restablecimiento a favor del contratista; por ello no debe presentarse como sinónimo de exoneración. Antes del perfeccionamiento no existe, en principio, la ecuación contractual cuya ruptura se compensa: corresponde analizar los deberes precontractuales, el impedimento alegado y la imputación del daño.

La exterioridad tampoco se prueba con señalar que la medida provino de un ministerio, un CONFIS o una oficina presupuestal distintos de la dependencia contratante. Debe identificarse la persona jurídica que actúa y el ámbito de sus competencias; una misma entidad pública puede operar a través de varios órganos. La legalidad de la restricción puede hacer obligatorio observarla, pero no demuestra que sus efectos sean ajenos para todos los fines de responsabilidad. Si confluyen un acontecimiento externo y fallas de planeación o información, habrá que determinar la contribución causal de cada uno; no es posible asignar de antemano una exoneración parcial uniforme.
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Señor 
Fabián Andrés Gracia Pérez
graciabogado@gmail.com 
Bogotá D.C.
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Estimado señor Gracia:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde la solicitud de consulta del 8 de octubre de 2026, en la cual manifiesta: 

“3. INTERROGANTES
Primero. Cuando, después de adjudicado el proceso y antes de suscribirse el contrato, desaparecen los fundamentos de hecho que motivaron la contratación y sobreviene una imposibilidad presupuestal no imputable a la Entidad, es jurídicamente procedente que la Administración declare la pérdida de fuerza ejecutoria del acto de adjudicación o, en subsidio, adelante su revocatoria directa, mediante acto motivado que garantice el debido proceso y el derecho de contradicción del adjudicatario?
Segundo. Cuando, antes de la adjudicación, se evidencia que el plazo técnico de ejecución desborda la vigencia fiscal y que no es posible obtener la autorización de vigencias futuras por circunstancias externas, se ajusta al principio de planeación y a los deberes de protección del patrimonio público que la Entidad revoque el acto de apertura y dé por terminado el proceso, en lugar de adjudicar un contrato cuya ejecución material y presupuestal resulta inviable?
Tercero. Qué elementos mínimos de motivación debe contener el acto que revoque la apertura o declare la terminación del proceso, de modo que se acredite el carácter sobreviniente, externo y no imputable de la causa, y se acredite la razonabilidad de la medida frente al interés general?
Cuarto. Se estima que la restricción presupuestal sobreviniente, dispuesta por la autoridad fiscal, puede configurar fuerza mayor, hecho del príncipe o causa extraña, de modo que excluya, total o parcialmente, la responsabilidad precontractual de la Entidad frente a los proponentes o adjudicatarios?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Bajo qué condiciones jurídicas puede una entidad estatal revocar la apertura de un proceso de selección, declarar su terminación o dejar sin efectos un acto de adjudicación cuando, por circunstancias sobrevinientes, externas y no imputables a la Administración, desaparecen los fundamentos fácticos, técnicos, jurídicos o presupuestales que justificaban la contratación, y con ello los presupuestos, requisitos de motivación y garantías procedimentales que deben observarse para asegurar la proporcionalidad, razonabilidad y legalidad de la decisión?; ii) ¿Qué efectos produce una restricción presupuestal sobreviniente impuesta por la autoridad competente sobre la eventual responsabilidad precontractual de la entidad estatal y en qué medida dicha circunstancia puede configurar una causal eximente de responsabilidad, como fuerza mayor, hecho del príncipe o causa extraña?

1. Respuesta:

	De acuerdo con los problemas jurídicos de su consulta, se responde lo siguiente: 

i. En relación con el primer problema jurídico, debe precisarse que, antes de la adjudicación, la entidad estatal puede revocar directamente el acto de apertura, conforme con la tesis acogida por esta Subdirección, tanto la presentación de ofertas como la publicación del informe de evaluación no modifican la naturaleza jurídica del acto de apertura, el cual conserva su carácter general. En consecuencia, la entidad puede revocarlo sin requerir el consentimiento de los proponentes, siempre que garantice sus derechos de participación y las demás garantías propias del debido proceso administrativo.
En este contexto, cuando el plazo necesario para la ejecución contractual implique comprometer recursos de vigencias posteriores, la entidad deberá verificar si la celebración del contrato exige autorización para comprometer vigencias futuras y si dicha autorización puede obtenerse de manera oportuna. Cuando tal autorización resulte jurídicamente exigible y el expediente demuestre que el impedimento presupuestal hace inviable la contratación, la revocatoria podrá fundamentarse en la oposición de continuar el procedimiento al interés público, previa valoración de las alternativas legales disponibles para preservar los principios de planeación y selección objetiva.
Por otra parte, una vez expedido el acto de adjudicación, este produce efectos vinculantes para la entidad y para el adjudicatario y, por regla general, los obliga a concurrir al perfeccionamiento del contrato. En los procedimientos de mínima cuantía, la oferta y la comunicación de aceptación constituyen el contrato, de manera que la aceptación produce simultáneamente la selección del contratista y el perfeccionamiento del vínculo contractual. En aquellos procedimientos en los que existe un lapso entre la adjudicación y la suscripción del contrato, el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 establece que la revocatoria directa de la adjudicación solo procede cuando sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o cuando se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales. En estos eventos, la decisión puede adoptarse sin el consentimiento del adjudicatario, siempre que se adelante una actuación administrativa que garantice los derechos de audiencia, defensa y contradicción.
En contraste, una restricción fiscal sobreviniente no constituye, por sí sola, una de las causales que habilitan la revocatoria de la adjudicación. Asimismo, la posibilidad de revocar el acto de apertura se circunscribe a la etapa precontractual anterior a la adjudicación. Por tanto, si la entidad considera que el acto de adjudicación presenta una ilegalidad distinta de las expresamente previstas en el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, deberá acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo y, cuando haya lugar a ello, solicitar la correspondiente medida cautelar de suspensión provisional.
Sin perjuicio de lo anterior, conviene señalar que la desaparición sobreviniente de un fundamento de hecho o de derecho indispensable para la expedición del acto de adjudicación podría dar lugar a la configuración de la pérdida de fuerza ejecutoria prevista en el numeral 2 del artículo 91 del CPACA. Para ello, la entidad deberá identificar con precisión el fundamento existente al momento de expedir el acto, acreditar su desaparición posterior y explicar de manera suficiente la incidencia concreta de esa circunstancia en la posibilidad jurídica de celebrar el contrato, garantizando en todo caso la participación del adjudicatario en la actuación correspondiente. En este contexto, la mera pérdida de interés en celebrar el contrato, las dificultades transitorias de caja o la decisión administrativa de priorizar la destinación de recursos hacia otros proyectos no constituyen, por sí mismas, una desaparición de los fundamentos de hecho o de derecho que sustentaron la expedición del acto administrativo. Para que se configure la causal prevista en el numeral 2 del artículo 91 del CPACA, es necesario acreditar una modificación sobreviniente, objetiva y jurídicamente relevante de las circunstancias que sirvieron de soporte a la decisión, con incidencia directa en su eficacia.

ii. En relación con el segundo problema jurídico, se expresa que una restricción presupuestal impuesta por la autoridad fiscal puede constituir fuerza mayor si la entidad acredita su exterioridad, imprevisibilidad e irresistibilidad y demuestra que impidió cumplir el deber precontractual específico. De conformidad con el artículo 90 de la Constitución Política, la eventual responsabilidad exige establecer un daño cierto y antijurídico imputable a la actuación u omisión pública. En tal sentido, la prueba debe mostrar qué efectos vinculantes produjo la medida, si una entidad diligente habría podido preverlos o superarlos por medios legales y cómo incidieron en el perjuicio reclamado. Que la medida provenga de otro órgano es un dato que debe valorarse junto con la identidad de la persona jurídica pública y la distribución de competencias. La demora ordinaria de caja o la negativa a una solicitud de vigencias futuras presentada tardíamente o sin los requisitos exigibles son circunstancias que deben evaluarse a la luz de los deberes de planeación y gestión presupuestal.
El hecho del príncipe se examina, por regla general, en el marco de la ecuación económica de un contrato perfeccionado, cuando una medida general de autoridad altera extraordinariamente las condiciones de su ejecución y puede dar lugar al restablecimiento del equilibrio. En la etapa precontractual, el efecto de la medida fiscal se determina conforme a los deberes de planeación, buena fe e información y a su incidencia causal en el daño. Si el hecho externo fue la causa exclusiva y determinante del perjuicio, puede excluir su imputación a la entidad. Cuando concurran fallas propias, debe establecerse la incidencia de cada conducta. Así, una prohibición irresistible puede impedir la suscripción del contrato y, al mismo tiempo, la comunicación tardía de esa prohibición puede causar gastos adicionales imputables a la entidad.
En todo caso, el alcance de una eventual reparación depende de la posición jurídica del reclamante y de los perjuicios acreditados. En este aspecto, la participación de un proponente genera expectativas cuyo alcance depende de la etapa del procedimiento, mientras que la adjudicación reconoce una situación particular vinculada al derecho a celebrar el contrato. En ambos casos, el interesado debe acreditar el daño y su relación con la conducta cuestionada. Los gastos razonables de confianza requieren prueba de su carácter antijurídico y de su imputación, y las utilidades esperadas del contrato exigen un análisis propio según el supuesto y las pruebas. Así pues, le corresponde a la jurisdicción contenciosa administrativa resolver la imputación y cuantificar los perjuicios. 



1. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. Dentro de las reglas del sistema de compras públicas, es pertinente diferenciar tres momentos jurídicamente distintos dentro de la actividad contractual en procedimientos competitivos: la apertura del procedimiento de selección, la adjudicación y la celebración del contrato. Cada uno cumple un propósito distinto y produce efectos jurídicos diferentes. La apertura del procedimiento constituye el acto mediante el cual la entidad pública pone en marcha la convocatoria y define las reglas que regirán la selección objetiva del contratista. La adjudicación, por su parte, corresponde a la decisión administrativa mediante la cual se identifica y selecciona la oferta favorecida, reconociendo a un proponente determinado la condición de futuro contratista y consolidando una situación jurídica individual y concreta a su favor. Por último, la celebración del contrato supone el perfeccionamiento del vínculo jurídico entre las partes, una vez se satisfacen las exigencias y solemnidades previstas por el ordenamiento para su formación.
En el régimen general previsto por el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, la adjudicación no puede confundirse con la celebración o perfeccionamiento del contrato. Aunque la decisión de adjudicar constituye un presupuesto esencial para la posterior suscripción del negocio jurídico, no equivale por sí misma al contrato escrito exigido por la ley. Sin embargo, no significa que la adjudicación carezca de efectos jurídicos vinculantes. Por el contrario, una vez adoptada, genera para la entidad contratante el deber de celebrar el contrato en los términos definidos en el proceso de selección y, correlativamente, impone al adjudicatario la obligación de concurrir a su perfeccionamiento bajo las condiciones establecidas en la oferta y en los documentos del proceso. En ese sentido, la adjudicación crea una relación jurídica preliminar que vincula a ambas partes y limita su margen de actuación posterior.
Ahora bien, cuando se trata de procesos de mínima cuantía, debe tenerse en cuenta la existencia de una regla especial que modifica la forma de perfeccionamiento contractual. En esta modalidad de selección, el ordenamiento dispone expresamente que la oferta presentada por el proponente y la aceptación emitida por la entidad constituyen el contrato, según lo establecido en el artículo 2.5. literal d de la Ley 1150 de 2007. Por consiguiente, la distinción entre adjudicación y celebración contractual adquiere una configuración particular, en la medida en que la comunicación de aceptación de la oferta cumple simultáneamente la función de selección del contratista y de perfeccionamiento del vínculo jurídico. En estos casos, no resulta exigible un documento contractual adicional para entender celebrado el contrato, pues la oferta y su aceptación satisfacen los requisitos legales para su existencia y producen directamente los efectos propios del negocio jurídico estatal.

ii. En torno a la posibilidad de revocar los procesos de contratación es pertinente tener presente la revocación directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa[footnoteRef:1]. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta institución debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”[footnoteRef:2]. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocación directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado por el legislador para que esta revise sus propias decisiones. [1:  SANTOS RODRÍGUEZ. Jorge Enrique. Construcción doctrinaria de la revocación del acto administrativo ilegal. Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 27. ]  [2:  RODRÍGUEZ. Libardo. Derecho Administrativo General y colombiano. Vigésima Edición. Tomo II. Editorial Temis, 2017. p. 85. ] 

	De acuerdo con lo anterior, puede afirmarse que la revocación de los propios actos es una de las prerrogativas otorgadas en el ordenamiento jurídico a las administraciones públicas para lograr el cumplimiento de sus finalidades. En ese marco conceptual es preciso señalar que una de las labores fundamentales del legislador cuando reconoce o crea una prerrogativa es compatibilizar su uso y ejercicio con los derechos de los administrados potencialmente involucrados o afectados. Por lo anterior, en las normas generales sobre procedimiento administrativo, o en otras normas especiales de derecho administrativo que contemplan la institución de la revocatoria directa, existe una decisión particular del legislador que da cuenta de la armonización que se ha hecho, para el caso particular, entre los derechos de los administrados y los intereses públicos en juego. 
El derogado Código de lo Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, preveía en su artículo 74 que cuando un acto administrativo hubiese creado o modificado una situación de carácter particular y concreto o reconocido un derecho, este no podría revocarse sin el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. Ello era así, salvo cuando esos actos resultasen como consecuencia de la aplicación del silencio administrativo positivo y se evidenciaba una de las causales de revocación, o si fuese evidente que el acto ocurrió por medios ilegales. Es decir, que los actos administrativos de contenido particular eran en general irrevocables sin consentimiento del titular, salvo cuando se verificara alguna de las dos condiciones recién mencionadas que permitían su revocación, según lo normado por el artículo 74 del CCA.   
De otro lado, las disposiciones que regulaban la contratación estatal contenían una norma especial sobre la posibilidad de revocar el acto de adjudicación. El numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, hoy derogado, disponía que “El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario”. Nótese cómo la norma citada, sin lugar a duda, contiene un régimen de revocabilidad mucho más estricto que aquel contenido en las normas sobre procedimiento administrativo general vigente para ese entonces. Lo anterior es así, pues mientras el CCA admitía la revocación en dos casos –silencio administrativo y obtención por medios ilegales–, la Ley 80 de 1993 no permitía la revocación ni si quiera en esos casos, pues claramente postulaba la irrevocabilidad del acto de adjudicación en términos absolutos.  
La Ley 1150 de 2007, particularmente su artículo 9, reemplazó esta regla absoluta de irrevocabilidad y estableció dos excepciones. La primera, cuando entre la adjudicación y la suscripción del contrato sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad y, la segunda, cuando se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales. En estos casos, la norma prescribe que “este podrá ser revocado”[footnoteRef:3]. Sobre esta nueva regla de origen legal, el Consejo de Estado considera que: [3:  El citado artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 dispone: “ARTÍCULO 9o. DE LA ADJUDICACIÓN. En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política y en general en los procesos de licitación pública, la adjudicación se hará de forma obligatoria en audiencia pública, mediante resolución motivada, que se entenderá notificada al proponente favorecido en dicha audiencia.
Durante la misma audiencia, y previamente a la adopción de la decisión definitiva de adjudicación, los interesados podrán pronunciarse sobre la respuesta dada por la entidad contratante a las observaciones presentadas respecto de los informes de evaluación.
El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.
Sin perjuicio de las potestades a que se refiere el artículo 18 de la Ley 80 de 1993, en aquellos casos en que la entidad declare la caducidad del contrato y se encuentre pendiente de ejecución un porcentaje igual o superior al cincuenta por ciento (50%) del mismo, con excepción de los contratos de concesión, se podrá contratar al proponente calificado en el segundo lugar en el proceso de selección respectivo, previa revisión de las condiciones a que haya lugar”.] 


Como se observa, el cambio principal que trajo esta norma, frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos. Tales salvedades son: (i) cuando el adjudicatario incurre en una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente, esto es, posterior a la adjudicación y anterior a la celebración del contrato, y (ii) cuando pueda demostrarse que la adjudicación “se obtuvo por medios ilegales”[footnoteRef:4]. [4:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 15 de agosto de 2017. Radicación: 2346. C.P. Álvaro Namén Vargas. ] 


Con base en lo dicho puede afirmarse que las normas vigentes en materia de contratación estatal prevén que el acto de adjudicación es por regla general irrevocable, salvo en las dos situaciones previstas por el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, en cuyo caso la entidad estatal podrá revocarlo. Se considera importante hacer énfasis en el hecho de que la norma utiliza el verbo podrá, sin indicación de ningún requisito adicional para el ejercicio de la prerrogativa de revocación del acto de adjudicación. 
Ahora bien, en torno a la posibilidad de revocar actos administrativos diferentes al de adjudicación en los procesos de contratación, se destaca el acto de apertura, que del proceso de licitación agota sus efectos con la adjudicación o la declaratoria de desierta del proceso, según lo previsto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. En la actualidad el Decreto 1082 de 2015, no reguló la revocatoria del acto de apertura, quedando el tema en estado de incertidumbre. De acuerdo con lo descrito, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha distinguido 2 momentos para efectos de examinar la posibilidad de revocar de manera unilateral el acto de apertura: 
a. El primer momento es antes de que se presenten ofertas, en el cual hay unanimidad de criterio respecto a la posibilidad de revocarlo unilateralmente, porque no se ha configurado ninguna situación particular. 
b. El segundo momento cuando se presentan las ofertas en el proceso de selección, evento en el cual la jurisprudencia ha planteado las siguientes tesis: 
Tesis 1: Antes de adjudicar un proceso de contratación, es revocable de manera unilateral el acto de apertura, siempre que concurra alguna causal prevista en el artículo 93 del CPACA[footnoteRef:5], por remisión del artículo 77 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:6]. Sin embargo, en la medida en que esté más avanzado el proceso de selección se irán consolidando “expectativas” jurídicas y económicas de los participantes, y en esa misma medida se incrementan los riesgos de causar daños ciertos y personales, que en caso de proferirse una revocatoria, podrán ser objeto de indemnización por parte de la administración, siempre y cuando exista prueba de su configuración.  [5:  Artículo 93. Causales de revocación. Los actos administrativos deberán ser revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos: 
1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 
2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 
3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. ]  [6:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 26 de marzo de 2014. C.P. Enrique Gil Botero. Exp. 25.750. ] 

Tesis 2. No es posible revocar unilateralmente el acto de apertura, por cuanto la administración debe iniciar la actuación y solicitar el consentimiento de quien o quienes hayan presentado ofertas dentro del plazo previsto en los pliegos de condiciones. Lo anterior por cuanto una vez los interesados presentan sus respectivas ofertas, se genera la legítima expectativa de que su propuesta sea considerada y, en ese momento, la oferta pública de la administración, contenida en el acto de apertura del proceso de selección, se particulariza y se convierte en irrevocable, salvo que haya sido obtenida por medios ilegales[footnoteRef:7]. [7:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 26 de noviembre de 2014. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. Exp. 31.297.] 

Tesis 3. Una vez se han recibido las propuestas, el acto de apertura no puede ser objeto de revocatoria directa en forma unilateral por parte de la Administración, sin el consentimiento expreso del mejor proponente, toda vez que las reglas de la propia convocatoria - no es otra que la de la oferta mercantil aceptada-, la cual se concreta en el derecho a suscribir el contrato estatal, del cual se genera dos derechos, uno para los proponentes de ser evaluados y otro para aquel que tenga la mejor propuesta el cual consiste en ser seleccionado y a ejecutar el contrato estatal que le debe ser adjudicado[footnoteRef:8].  [8:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 27 de abril de 2016. C.P. Martha Nubia Velásquez Rico. Exp. 46818. ] 

Tesis 4. Se puede revocar unilateralmente el acto de apertura del proceso de selección, si se advierte la configuración de alguna de las causales y demás requisitos que dan paso a su procedencia, toda vez que al ser un acto administrativo de carácter general se torna evidente que la Administración no está condicionada a obtener el consentimiento previo y expreso de los proponentes o del mejor proponente para revocarlo; además, no se consolidan derechos a favor de los proponentes, toda vez que hasta ese momento solo existen “meras expectativas” y, en algunas circunstancias, expectativas legítimas a favor de algún participante; conceptos jurídicos que alinderan tanto la existencia y alcance de un eventual derecho o expectativa, y el punto límite de proyección del atributo de la revocatoria del acto administrativo[footnoteRef:9]. [9:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 2 de julio de 2021. C.P. José Roberto Sáchica Méndez. Exp. 58372.] 

Esta postura, se consolida con la Sentencia del 24 de octubre de 2025, expediente 64728, la cual reitera la posibilidad de revocar la apertura sin anuencia de los proponentes, pero esto no convierte el interés general en una motivación suficiente por sí sola. En ese caso se examinó la causal invocada y la prueba de la razón que habría hecho innecesaria la contratación, en la que se expresó que la ausencia de acreditación condujo a censurar la decisión. En este sentido, dicho precedente es relevante porque exige sustento verificable de la justificación y separa ese examen del reconocimiento de perjuicios. La entidad debe explicar por qué procede la causal en su situación y no limitarse a reproducir la facultad abstracta de revocar[footnoteRef:10]. Es decir, debe garantizarse la motivación del acto administrativo para efectos de revocar el proceso de contratación. [10:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 24 de octubre de 2025. C. P. María Adriana Marín, Exp. 64728.] 

Esta Subdirección mediante Concepto C-633 del 25 de octubre de 2022 expresó que la interpretación que mejor se ajusta al cumplimiento de los fines de la contratación estatal es la tesis 4, en tanto que la presentación de las propuestas e incluso la publicación del informe de evaluación no modifica el carácter general que ostenta el acto de apertura del proceso de selección contractual, pues quien concurre al llamado a presentar una propuesta o manifestar interés en presentarla, reconoce que de por medio está la realización de los fines de la contratación esperada, sin poder esgrimir expectativa alguna que se oponga a esa realización del interés general derivada de su participación y el cumplimiento de los requisitos que le hagan merecedor de una determinación definitiva, y a sabiendas de ello presenta la propuesta. En consecuencia, la revocabilidad procede por cuanto es primordial y tiene preferencia la constatación del interés de la contratación, que no es otro que la garantía de las necesidades públicas frente a las expectativas negociales que nacieron respecto de los proponentes. De igual modo, la Doctrina expresa: 

Para la revocatoria del acto de apertura, no se requiere contar con el consentimiento previo, expreso y escrito de los posibles interesados u oferentes toda vez que se trata de un acto administrativo de contenido general, como expresamente lo reconoce el artículo 2.2.1.1.2.1.5 del Decreto 1082 de 2015 y también lo adujo el Consejo de Estado en varias providencias; sin embargo, si se realiza después de la presentación de propuestas, en criterio del máximo tribunal de lo contencioso administrativo, si se requeriría manifestación expresa de los proponentes, salvo que el acto se haya obtenido por medios ilegales, lo cual no compartimos por las razones más adelante expuestas[footnoteRef:11]. [11:  DÁVILA VINUEZA, Luis Guillermo. Régimen jurídico de la contratación estatal. 3° ed. Bogotá: Legis. 2016. p. 405. Al respecto, Covilla Martínez expresa: “La revocatoria del acto de apertura es un mecanismo que otorga el ordenamiento jurídico para que la Administración Pública pueda dejar sin efectos sus propios actos. Es, entonces, un mecanismo legal por el cual la entidad estatal puede revisar sus actos y que permite desaparecer de la vida jurídica actos administrativos cuando encuentre un error o situación imprevista (COVILLA MARTÍNEZ, Juan Carlos. La revocación del acto de apertura del procedimiento de selección de contratistas y la responsabilidad del Estado. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2019. p. 233).
] 


De acuerdo con las consideraciones expuestas, se considera procedente la revocatoria directa del acto administrativo de apertura del proceso de selección antes de la adjudicación. Esta posibilidad encuentra fundamento en la naturaleza del acto de apertura como acto administrativo de carácter general que da inicio al procedimiento de selección, pero que, antes de la adjudicación, no ha consolidado en favor de un proponente determinado una situación jurídica particular y concreta. En el caso de la Mínima Cuantía se caracteriza por un proceso competitivo simplificado, que se estructura a partir de una invitación pública asimilable al acto administrativo de apertura, así como al pliego de condiciones de dicho proceso, constituyéndose en la hoja de ruta o plan[footnoteRef:12] sobre el cual se diseña, estructura y concreta el procedimiento de selección de contratistas. En este sentido, la invitación pública adquiere la naturaleza de ser un acto jurídico mixto, que comienza como un acto administrativo general que establece las condiciones del Proceso de Contratación, y que con la comunicación de aceptación se configura la adjudicación y suscripción del contrato estatal en un mismo momento, en la que algunos de los contenidos de la Invitación se transforman para incorporarse en cláusulas vinculantes del contrato. En el marco de su discrecionalidad, cada entidad debe establecer la forma cómo se estructura la invitación pública, que está condicionado a la proporcionalidad de las decisiones, en aras de garantizar la pluralidad de oferentes y la selección objetiva.  [12:  OSPINA MENA, Jesús Marino. Régimen de la Contratación Estatal. Un salto a la contratación líquida. Bogotá: Ed. 1ª. Diké, 2020. p. 383.] 

En cuanto a los elementos que debe reunir la motivación del acto que revoca la apertura o declara la terminación del procedimiento, la sola invocación del interés general o de la facultad abstracta de revocar no satisface la carga argumentativa exigida. Conforme se expuso, la Sentencia del 24 de octubre de 2025, expediente 64728, censuró la decisión que no acreditó la razón concreta que tornaba innecesaria la contratación. De ahí que el acto deba identificar con precisión la causal legal que lo habilita y los hechos sobrevinientes que la configuran, y acreditar, con soporte verificable en el expediente, el carácter sobreviniente, externo y no imputable de la circunstancia invocada, de manera que esta no provenga de una deficiente planeación ni de una gestión presupuestal tardía o incompleta. La motivación debe explicar, además, la incidencia concreta de esa circunstancia en la inviabilidad de continuar el procedimiento y justificar la proporcionalidad de la medida frente a las alternativas legales disponibles para preservar los principios de planeación y selección objetiva, dejando constancia del respeto de las garantías de audiencia y contradicción de los interesados. La ausencia de estos elementos expone la decisión a los reproches de falsa o insuficiente motivación y a su control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

iii. El acto de adjudicación es la actuación final de la fase del procedimiento de selección, en la cual se manifiesta la voluntad de la Administración de realizar la contratación con uno o varios oferentes determinados. El acto de adjudicación es una de las formalidades más importantes para la configuración del contrato estatal, en la medida que es a partir de ella que se origina la obligación para las partes de celebrar el contrato objeto del procedimiento de selección[footnoteRef:13]. Así lo ha anotado la doctrina al señalar que “con la adjudicación del contrato surge una relación jurídica de la cual se deriva el compromiso para las partes de observar las formalidades propias del perfeccionamiento del contrato”[footnoteRef:14].  [13:  EXPÓSITO VÉLEZ, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal. Serie de Derecho administrativo. Universidad Externado de Colombia. Página 70. ]  [14:  ESCOBAR Gil, Rodrigo. Teoría General de los contratos de la Administración Pública. Bogotá: Legis, 2003. p. 214. ] 

Por su parte, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha señalado que “la adjudicación del contrato estatal ha sido entendida jurisprudencial y doctrinalmente como el acto (administrativo) mediante el cual una entidad pública manifiesta su aceptación a la propuesta u oferta presentada por alguno de los participantes en un proceso de selección, y se obliga a suscribir con este el contrato proyectado”[footnoteRef:15]. La referida Corporación ha señalado que la adjudicación del contrato estatal se asemeja a la aceptación de la oferta de los contratos privados, con la diferencia de que aquellos, en virtud de los principios de la autonomía de la voluntad y de la consensualidad, la sola aceptación oportuna perfecciona el contrato suscrito, como regla general, salvo que el contrato privado haga parte de los denominados solemnes y reales, y es fuente de derechos y obligaciones que se hubiesen pactado derivado del mismo.  [15:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 15 de agosto de 2017. C.P. Álvaro Namén Vargas. Rad. 2346.] 

Lo anterior, a diferencia de los contratos estatales, dado que, en virtud del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, su carácter es solemne, por cuanto no se perfeccionan con la notificación del acto de adjudicación, de manera que su perfeccionamiento solo se da en la medida en que las partes suscriban el documento que contiene las respectivas cláusulas o estipulaciones, con algunas pocas excepciones[footnoteRef:16]. Esto resulta importante porque el acto de adjudicación no produce en sí mismo las obligaciones y derechos que se desprenden del contrato, pero sí da origen a otras obligaciones y derechos que son recíprocos entre las partes, como por ejemplo, el derecho a suscribir el contrato proyectado, en el plazo acordado y con las previsiones estipuladas en tal documento, en sus modificaciones, adendas, anexos y en la misma propuesta que fue aceptada, siempre que aquella no contradiga el contenido de los documentos del proceso. [16:  Como cuando el contrato estatal se celebra en el exterior, caso en el cual se rige por las leyes del país en donde se perfecciona (“lex loci contractus”), en cuanto a su existencia y validez, y también en cuanto a su ejecución, si así se estipula, a menos que deba cumplirse en Colombia, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley 80 de 1993. También podría prescindirse del documento escrito en la hipótesis prevista en el inciso cuarto del artículo 41 de la misma ley: “En caso de situaciones de urgencia manifiesta a que se refiere el artículo 42 de esta ley que no permitan la suscripción de contrato escrito, se prescindirá de éste y aún del acuerdo acerca de la remuneración, no obstante, deberá dejarse constancia escrita de la autorización impartida por la entidad estatal contratante.”] 

	Adicionalmente, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como la doctrina han distinguido tres (3) características del acto de adjudicación del contrato estatal, que pueden sintetizarse así: i) es un acto administrativo de carácter definitivo y de alcance particular; ii) es irrevocable, por regla general, y iii) es obligatorio, tanto para la entidad contratante como para el adjudicatario.
	De lo anterior se coligen varios elementos: i) al ser un acto administrativo, aquel debe ser motivado en forma razonada y suficiente y debe producirse con las formalidades propias de los actos jurídicos; ii) al ser un acto administrativo de carácter definitivo, significa esto que termina el proceso de selección con su producción y se decide de manera definitiva sobre la futura celebración del contrato estatal y, iii) al ser un acto administrativo de alcance particular, la administración está obligada a notificarlo al adjudicatario y comunicarlo a los demás oferentes.
Conforme a lo expuesto, la adjudicación es una de las formalidades principales dentro del recorrido de formación del contrato del Estado, ya que su existencia genera de manera inmediata una relación jurídica que compromete a las partes a celebrar el respectivo contrato. Esto es, firmar un documento en el que conste el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, así como las respectivas previsiones para el correcto desarrollo del objeto contractual[footnoteRef:17]. Así se desprende del artículo 9° de la Ley 1150 de 2007 cuando expresa que “el acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario”. Se concluye entonces que, es una obligación reciproca, esto es, oponible tanto a la Administración como al adjudicatario. Al respecto, el artículo 9º de la Ley 1150, dispone:  [17:  EXPOSITO. Op. Cit. p. 73. ] 


“Artículo 9o. De la adjudicación. […] El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993. […]”. (Énfasis fuera del texto)

Sobre la obligatoriedad y la irrevocabilidad del acto de adjudicación la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha manifestado en repetidas ocasiones. Así, por ejemplo, en Sentencia del 13 de junio de 2011, la Sección Tercera sostuvo: 

“[…] Sin embargo, conviene precisar que el acto de adjudicación, en tanto por él se acepta la oferta del oferente favorecido y se concluye el procedimiento licitatorio, en el derecho nacional aunque no perfecciona el vínculo jurídico en tratándose del contrato estatal, es presupuesto sine qua non para la ulterior celebración del respectivo contrato, como que crea la obligación tanto para la administración como para el adjudicatario de elevar a escrito el acuerdo de voluntades. 

De modo que la suscripción no es sino la formalización de la voluntad administrativa de la entidad licitante expresada a lo largo de ese proceso y de la del co-contratante que formuló la oferta seleccionada, en lo que Alessi llama “fase integrativa”, con el fin de lograr el perfeccionamiento del contrato en los términos del artículo 41 de la Ley 80. Con esta perspectiva, el artículo 9º de la Ley 1150 de 2007 establece que el acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario.

Así lo había reconocido, de antaño, la jurisprudencia de esta Corporación: “Los efectos de la adjudicación son bien conocidos, como que se ha afirmado constantemente que, desde que ella se comunica, surge entre adjudicatario y adjudicante una situación contentiva de mutuos derechos y obligaciones, y de la que el contrato no viene a ser sino la forma instrumental o el acto formal”. 

Por manera que, el acto administrativo de adjudicación produce una serie de consecuencias jurídicas respecto de las partes intervinientes en el procedimiento: i) el derecho subjetivo del adjudicatario, como situación excluyente para contratar con el Estado; ii) deber jurídico correlativo del licitante de contratar con el adjudicatario; iii) mantenimiento inalterable de los pliegos de condiciones, entre otros, directamente entroncados con la celebración misma del negocio jurídico” [footnoteRef:18]. (Énfasis fuera del texto) [18:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de junio de 2011, expediente 19936.] 


Como se observa, el acto administrativo de adjudicación es irrevocable y obligatorio para las partes, lo que significa que produce el derecho del adjudicatario para contratar con el Estado y el correlativo deber de la entidad contratante de celebrar el contrato, en los términos fijados en los pliegos de condiciones. En este punto es necesario señalar que, tal regla tiene dos excepciones. Al respecto, el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 trajo consigo un cambio frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, que consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos. 
La primera, cuando entre la adjudicación y la suscripción del contrato sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad y, la segunda, cuando se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales. En estos casos, la norma prescribe que “este podrá ser revocado”[footnoteRef:19]. Debe subrayarse que la potestad excepcional de revocatoria está temporalmente acotada: el propio artículo 9 la circunscribe al lapso "comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo". Perfeccionado el contrato, la revocatoria del acto de adjudicación resulta jurídicamente inviable, pues el acto previo se integra al negocio jurídico y la eventual ilegalidad debe canalizarse por las causales de nulidad absoluta del contrato previstas en los artículos 44 y siguientes de la Ley 80 de 1993, o bien mediante la facultad de terminación unilateral del artículo 45 ibidem cuando se configuren las hipótesis allí señaladas. Sobre esta nueva regla de origen legal, el Consejo de Estado considera que: [19:  El citado artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 dispone: “ARTÍCULO 9o. DE LA ADJUDICACIÓN. En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política y en general en los procesos de licitación pública, la adjudicación se hará de forma obligatoria en audiencia pública, mediante resolución motivada, que se entenderá notificada al proponente favorecido en dicha audiencia.
Durante la misma audiencia, y previamente a la adopción de la decisión definitiva de adjudicación, los interesados podrán pronunciarse sobre la respuesta dada por la entidad contratante a las observaciones presentadas respecto de los informes de evaluación.
El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.
Sin perjuicio de las potestades a que se refiere el artículo 18 de la Ley 80 de 1993, en aquellos casos en que la entidad declare la caducidad del contrato y se encuentre pendiente de ejecución un porcentaje igual o superior al cincuenta por ciento (50%) del mismo, con excepción de los contratos de concesión, se podrá contratar al proponente calificado en el segundo lugar en el proceso de selección respectivo, previa revisión de las condiciones a que haya lugar”.] 


“Como se observa, el cambio principal que trajo esta norma, frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos. Tales salvedades son: (i) cuando el adjudicatario incurre en una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente, esto es, posterior a la adjudicación y anterior a la celebración del contrato, y (ii) cuando pueda demostrarse que la adjudicación “se obtuvo por medios ilegales”[footnoteRef:20]. [20:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 15 de agosto de 2017. C.P. Álvaro Namén Vargas.  Rad. 2346. ] 


El inciso tercero del artículo 9 prevé, además, una consecuencia práctica relevante: revocado el acto de adjudicación por alguna de las dos causales, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, esto es, adjudicar el contrato al proponente calificado en segundo lugar en el orden de elegibilidad, siempre que su propuesta resulte igualmente favorable para la entidad y dentro del término allí señalado. Esta habilitación confirma que la revocatoria opera como mecanismo de saneamiento del procedimiento de selección y no como fuente de declaratoria de desierto automático.
Con base en lo dicho puede afirmarse que, las normas vigentes en materia de contratación estatal prevén que el acto de adjudicación es por regla general irrevocable, salvo en las dos situaciones previstas por el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, en cuyo caso la entidad estatal podrá revocarlo. Se considera importante hacer énfasis en el hecho de que la norma utiliza el verbo podrá, sin indicación de ningún requisito adicional para el ejercicio de la prerrogativa de revocación del acto de adjudicación. 
Esta conclusión permanece inalterada a pesar de que han cambiado las reglas de procedimiento administrativo generales en materia de revocatoria de los actos administrativos. El CPACA estableció un régimen jurídico para la revocación de actos de carácter particular y concreto mucho más estricto que el contenido en el antiguo CCA y que, en alguna medida, se asemeja al que consagrase en su momento el texto original de la Ley 80 de 1993. En efecto, el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 dispone:

“Artículo 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular.
Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su suspensión provisional.
PARÁGRAFO. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de audiencia y defensa”.

	Son varios los aspectos de esta norma sobre los cuales debe llamarse la atención. El artículo claramente prevé una regla general y “absoluta” de irrevocabilidad, pues ningún acto puede ser revocado, en aplicación del CPACA, sin consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. Ello es así incluso si el acto ocurrió por medios ilegales, en cuyo caso solamente se autoriza a la Administración a no acudir al procedimiento previo de conciliación y a solicitar al juez su suspensión provisional. Las reglas del CPACA tampoco establecieron excepción, como lo hiciera el CCA, para los actos administrativos fictos producidos como consecuencia de un silencio administrativo positivo y en los cuales se evidenciaba una causal de revocación. 
En todos los casos en los cuales la norma aplicable sea el CPACA, entonces, se debe recurrir a demandar el acto administrativo de carácter particular cuando quiera que no se obtenga la autorización expresa del titular para proceder a la revocación. Dicho ello, no puede perderse de vista que la primera frase del artículo 97 del CPACA es “salvo las excepciones establecidas en la ley”. Esto quiere decir que la ley puede contemplar en normas especiales “excepciones” a la regla absoluta de irrevocabilidad sin el consentimiento del destinatario del acto que contiene el Código en mención. 
	Esta regla del artículo 97 ibídem se ajusta perfectamente a la lógica de procedimiento general que tiene el CPACA, cuyas funciones son servir como fuente para llenar vacíos en leyes especiales sobre procedimientos, y ser aplicadas ante la ausencia total de una norma especial. En ese orden de ideas, si una norma especial prevé la posibilidad de realizar la revocación directa, no será necesario recurrir a las normas generales de procedimiento, pues existiría una norma especial que regula la materia y no se evidencia la existencia de un vacío que requiera ser llenado. La diferencia en el régimen jurídico contenido en las normas del CPACA y de la Ley 1150 de 2007 da cuenta del ejercicio de la libertad de configuración del legislador, que adoptó para los dos casos decisiones diferentes teniendo en cuenta los intereses públicos en juego y la tensión entre estos y los derechos de los administrados. 
	Con base en las anteriores consideraciones es posible concluir que, para revocar el acto administrativo de adjudicación de un contrato estatal, cuando se verifique alguna de las dos causales que lo permiten, según el artículo 9, inciso tercero, de la Ley 1150 de 2007, no es necesario obtener “consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo” adjudicatario, como lo ordena el artículo 97 del CPACA. Lo anterior es así, pues el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 consagra un régimen especial de revocatoria directa del acto de adjudicación que no exige permiso del titular. La ausencia de una regla en ese sentido, en el entendido de esta Subdirección, no puede interpretarse como un vacío que deba ser llenado con el CPACA, sino como un régimen jurídico diferente: situación análoga a la que en su momento ocurría con los regímenes de la Ley 80 de 1993 y el CCA.
	Ahora bien, lo anterior quiere decir que, en términos prácticos, la Entidad Estatal debe respetar el debido proceso del adjudicatario cuando pretenda establecer si i) ha sobrevenido una causal de inhabilidad e incompatibilidad entre el acto de adjudicación y la suscripción del contrato o ii) si el acto de adjudicación se obtuvo por medios ilegales. En otros términos, con el objeto de verificar la existencia de alguna de las causales que permite la revocación directa del acto de adjudicación, la Entidad Estatal debe llevar a cabo un procedimiento administrativo en el cual se respeten las garantías de que trata el artículo 29 superior y en particular los derechos de audiencia y defensa del adjudicatario. Este deber no deriva del parágrafo del artículo 97 del CPACA —cuya aplicación queda desplazada por la norma especial—, sino directamente del artículo 29 de la Constitución Política y de los artículos 3 y 34 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, que gobiernan el procedimiento administrativo general en aquello no regulado por la norma contractual especial. En consecuencia, la entidad debe adelantar una actuación administrativa en la que comunique al adjudicatario los hechos y fundamentos jurídicos que soportarían la causal, le permita ejercer su derecho de contradicción y aportar y controvertir pruebas, y decida mediante acto motivado susceptible de los recursos que correspondan. Sin embargo, a la finalización de ese procedimiento administrativo, si la Administración verifica la ocurrencia de alguna de estas situaciones, puede proceder a la revocación del acto administrativo de adjudicación incluso si el adjudicatario no otorga su consentimiento para ello. 
En relación con el acto de adjudicación del contrato estatal, se concluye que, en la actualidad, dicho acto administrativo solamente puede revocarse cuando se presente alguna de las dos situaciones descritas en el artículo 9º de la Ley 1150 de 2007, o ambas causales simultáneamente, razón por la cual podría afirmarse, en principio, que únicamente en esos casos la Entidad Estatal que ha hecho la adjudicación no estaría obligada a celebrar el respectivo contrato.

iv. La ejecutoriedad es el privilegio que nace del acto administrativo en firme, con el fin de que la autoridad que lo profiere, sin necesidad de un requisito adicional, pueda ejecutar de inmediato y directamente las actuaciones necesarias para su cumplimiento[footnoteRef:21]. Al respecto, la Ley 1437 de 2011, actual CPACA dispone en su artículo 89: “Salvo disposición legal en contrario, los actos en firme serán suficientes para que las autoridades, por sí mismas, puedan ejecutarlos de inmediato. En consecuencia, su ejecución material procederá sin mediación de otra autoridad. Para tal efecto podrá requerirse, si fuere necesario, el apoyo o la colaboración de la Policía Nacional”. [21:  BERROCAL GUERRERO, Luis Enrique. Manual del acto administrativo. Según la ley, la jurisprudencia y la doctrina. 7 ed. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional LTDA, 2019. P. 239. ] 

Sin embargo, el artículo 91.2 del CPACA contempla la pérdida de ejecutoriedad cuando desaparecen los fundamentos de hecho o de derecho del acto. Esta institución se refiere a la posibilidad de ejecutarlo y debe distinguirse de la revocatoria y de la nulidad. La primera retira administrativamente la decisión en los casos autorizados; la segunda corresponde al control de validez por el juez; el decaimiento presupone un cambio posterior que afecta la eficacia del acto administrativo. La sentencia del 27 de enero de 2016, expediente 49170, explica la presunción de legalidad y las causales de pérdida de fuerza ejecutoria, en un asunto regido por el Decreto Ley 01 de 1984, Código Contencioso Administrativo, en adelante CCA. Su referencia a los artículos 64 y 66 de aquel estatuto debe interpretarse históricamente, no como normativa vigente para actuaciones nuevas[footnoteRef:22].  [22:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 27 de enero de 2016, C. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Exp. 49170. ] 

La irrevocabilidad del artículo 9 y la ejecutoriedad del artículo 91 se aplican en planos diferentes. De esa distinción no se sigue que toda alteración del escenario económico produzca el decaimiento del acto de adjudicación. La entidad debe individualizar el fundamento indispensable que existía al expedirla y demostrar que ha desaparecido realmente, con incidencia en la obligación de celebrar el contrato. En cuanto a la pérdida de fuerza ejecutoria por desaparición de los fundamentos de hecho, esta se configura cuando sobreviene una modificación sustancial de las circunstancias fácticas que sirvieron de soporte a la expedición del acto administrativo, de tal entidad que altera su alcance, sus efectos jurídicos o las condiciones que justificaban su ejecución. En estos supuestos, la nueva realidad fáctica desvirtúa los presupuestos sobre los cuales se adoptó la decisión administrativa, de manera que la ejecución del acto pierde respaldo en los hechos que originalmente legitimaban su eficacia. Por otro lado, los fundamentos de derecho se pueden dar en los siguientes casos: i) de acto administrativo reglamentario por supresión de la norma reglamentada; ii) por derogatoria tácita; iii) por una ilegalidad sobreviniente; y iv) por una inconstitucionalidad sobreviniente[footnoteRef:23].  [23:  BERROCAL GUERRERO, Luis Enrique. Op. Cit. pp. 502-503. ] 

En este contexto, la mera pérdida de interés en celebrar el contrato, las dificultades transitorias de caja o la decisión administrativa de priorizar la destinación de recursos hacia otros proyectos no constituyen, por sí mismas, una desaparición de los fundamentos de hecho o de derecho que sustentaron la expedición del acto administrativo. Para que se configure la causal prevista en el numeral 2 del artículo 91 del CPACA, es necesario acreditar una modificación sobreviniente, objetiva y jurídicamente relevante de las circunstancias que sirvieron de soporte a la decisión, con incidencia directa en su eficacia o ejecutabilidad.
Así, deben diferenciarse la reducción o el aplazamiento de apropiaciones, la insuficiencia de caja para efectuar pagos y la imposibilidad de obtener una autorización para comprometer presupuestos posteriores mediante vigencias futuras. Cada situación tiene presupuestos y efectos propios. Un aplazamiento temporal puede exigir esperar o gestionar una modificación autorizada, mientras una prohibición definitiva puede plantear un impedimento distinto. Antes de concluir que desapareció el fundamento de hecho o de derecho de la adjudicación, deben identificarse las obligaciones ya asumidas y el ámbito de aplicación de la restricción. Una medida fiscal dirigida a nuevos compromisos no puede interpretarse automáticamente como extinción de todos los efectos producidos por decisiones anteriores[footnoteRef:24].  [24:  Decreto 111 de 1996, artículos 13, 14, 71, 73, 76, 77 y 89, y reglas territoriales de sus artículos 104 y 109. ] 

El eventual reconocimiento del decaimiento exige una motivación declarativa de la causal efectivamente ocurrida y garantías de participación del afectado; no puede crearse mediante una decisión discrecional. El artículo 92 regula la excepción formulada por quien se opone a la ejecución, con un término de quince días para resolver y sin recurso contra esa decisión, sin perjuicio del control judicial. En cualquier caso, la pérdida de ejecutoriedad no borra retroactivamente las actuaciones realizadas, no sanea una ilegalidad originaria y no resuelve por sí misma la eventual responsabilidad derivada de la conducta de la entidad.

v. El fundamento constitucional de la responsabilidad es el artículo 90: la obligación de reparar se vincula al daño antijurídico imputable a la actuación u omisión de una autoridad. La sola participación en una convocatoria no garantiza obtener el contrato, pero tampoco priva de protección a la confianza legítimamente generada por la Administración. Expósito Vélez examina la responsabilidad por ruptura de tratativas, invalidez del negocio y frustración del procedimiento; diferencia el interés negativo o de confianza del interés de cumplimiento. Este marco exige precisar qué posición fue afectada y cuál daño se reclama, en lugar de deducir automáticamente una indemnización por toda revocatoria[footnoteRef:25]. [25:  EXPÓSITO VÉLEZ, Juan Carlos. La responsabilidad precontractual en la actuación contractual del Estado. Revista Digital de Derecho Administrativo, n.º 27, 2022, pp. 73–133, apartados 3 y 4 sobre interés de confianza y fundamentos de responsabilidad. DOI: 10.18601/21452946.n27.04. https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/Deradm/article/download/7579/12475/45236] 

Desde la buena fe objetiva, el examen no se agota en la convicción interna de haber obrado correctamente. Neme Villarreal explica que este estándar exige una conducta leal y proba frente a la contraparte. En el ámbito consultado ello se traduce en informar oportunamente los obstáculos conocidos, tramitar con diligencia las autorizaciones requeridas, no inducir gastos que se sabe serán inútiles y comunicar sin dilaciones la decisión fundada. Una causa fiscal irresistible puede explicar que no se celebre el contrato y, aun así, no justificar costos adicionales causados por haber ocultado o comunicado tardíamente el impedimento. La responsabilidad debe atender a cada conducta y a su propia incidencia causal.[footnoteRef:26] [26:  NEME VILLARREAL, Martha Lucía. Buena fe subjetiva y buena fe objetiva. Equívocos a los que conduce la falta de claridad en la distinción de tales conceptos. Revista de Derecho Privado, n.º 17, 2009, pp. 45–76. https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/download/410/390] 

Para la fuerza mayor no basta que el hecho sea posterior o provenga de una autoridad fiscal. El artículo 64 del Código Civil, subrogado por la Ley 95 de 1890, y la doctrina del Consejo de Estado exigen examinar la imprevisibilidad y la irresistibilidad, junto con su ajenidad frente a quien la invoca. La prueba debe mostrar por qué una gestión razonablemente diligente no podía prever ni evitar el impedimento y por qué este impidió cumplir el deber específico. La mayor dificultad o el encarecimiento no equivalen a imposibilidad. Tampoco puede invocarse como causa extraña un obstáculo producido o agravado por no tramitar oportunamente una autorización necesaria y conocida.
En el caso de una medida fiscal deben revisarse su alcance vinculante, las advertencias anteriores, la oportunidad de la programación y las gestiones alternativas. La falta de aprobación de vigencias futuras puede ser el resultado ordinario de una solicitud que no reunía requisitos; en ese supuesto no se transforma en fuerza mayor porque la negativa haya sido comunicada por otra autoridad. Distinta puede ser una prohibición general, extraordinaria y no razonablemente previsible que impida asumir nuevos compromisos y no pueda superarse por medios legales. Aun en esa hipótesis debe probarse que es la causa determinante del daño reclamado y que no existe una falla propia con incidencia autónoma.
Por otro lado, la teoría del hecho del príncipe se emplea característicamente para estudiar alteraciones extraordinarias de la ecuación económica de un contrato celebrado por medidas generales de autoridad. La Circular Externa 14 de 2023 de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado sintetiza la jurisprudencia y distingue esta figura de la imprevisión. Su configuración puede generar compensación o restablecimiento a favor del contratista; por ello no debe presentarse como sinónimo de exoneración. Antes del perfeccionamiento no existe, en principio, la ecuación contractual cuya ruptura se compensa: corresponde analizar los deberes precontractuales, el impedimento alegado y la imputación del daño.[footnoteRef:27] [27:  AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO. Circular Externa 14 del 26 de septiembre de 2023, apartados sobre imprevisión y hecho del príncipe, con referencia, entre otras, a la sentencia del Consejo de Estado del 29 de mayo de 2003, exp. 14577. Su objeto es el equilibrio económico de contratos celebrados. https://sdje.defensajuridica.gov.co/paginas/sdje/docs/circular_externa_14_26_septiembre_2023.pdf] 

La exterioridad tampoco se prueba con señalar que la medida provino de un ministerio, un CONFIS o una oficina presupuestal distintos de la dependencia contratante. Debe identificarse la persona jurídica que actúa y el ámbito de sus competencias; una misma entidad pública puede operar a través de varios órganos. La legalidad de la restricción puede hacer obligatorio observarla, pero no demuestra que sus efectos sean ajenos para todos los fines de responsabilidad. Si confluyen un acontecimiento externo y fallas de planeación o información, habrá que determinar la contribución causal de cada uno; no es posible asignar de antemano una exoneración parcial uniforme.

vi. La reparación exige prueba del daño y de su conexión con la actuación cuestionada. Los gastos normales de preparar una oferta no son automáticamente reembolsables: habrá que establecer por qué constituyen un perjuicio antijurídico imputable a la entidad y evitar su reconocimiento duplicado. En la sentencia de 24 de octubre de 2025, expediente 64728, se diferenció el interés de confianza de las utilidades pretendidas por un contrato no perfeccionado. Esta orientación no puede convertirse en una tarifa universal para toda controversia precontractual. Deben distinguirse la revocatoria del acto de apertura, la privación ilegal de una adjudicación y el desconocimiento de una adjudicación ya expedida, según las pretensiones y pruebas del caso.
En tal sentido, la vía judicial depende de la fuente del daño: si se controvierte la legalidad de un acto, debe formularse la pretensión de nulidad y el restablecimiento procedente; si se reclama por una omisión, un hecho o un acto cuya legalidad no se discute, debe examinarse la reparación directa. La Sentencia de unificación del 3 de septiembre de 2020 ilustra esta diferenciación, en un asunto de contratación de un prestador de servicios públicos. En este asunto, no cabe asumir que toda responsabilidad previa a la celebración se tramita mediante controversias contractuales, ni omitir la impugnación del acto que constituye la fuente jurídica del daño cuando de su ilegalidad depende la reparación[footnoteRef:28]. Así pues, en dicha Sentencia se expresó: “[…] en términos generales, el medio de control a elegir por el demandante depende de la fuente u origen del daño que el actor reclame que le sea reparado y de la naturaleza del acto que pretenda controvertir”.   [28:  CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de la Sección Tercera. Sentenciade unificación del 3 de septiembre de 2020, Exp. 42.003. C.P. Alberto Montaña Plata. ] 

Si la entidad considera ilegal su adjudicación y no existe una causal especial de revocatoria, puede demandar su propio acto y solicitar las medidas cautelares procedentes. Bajo el artículo 164.2.c del CPACA, el término para la nulidad o la nulidad y restablecimiento de actos previos al contrato es de cuatro meses contados desde el día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso; no corresponde reproducir los treinta días del antiguo CCA. Además, el artículo 161.1 vigente hace facultativa la conciliación cuando demanda una entidad pública. En todo caso, debe verificarse la situación procesal concreta y el régimen temporal aplicable: presentar la demanda no suspende por sí solo los efectos del acto.
El inciso segundo del artículo 141 del CPACA permite demandar los actos previos en los términos de los artículos 137 y 138. En tal sentido, no debe trasladarse sin examen al régimen vigente la regla del antiguo artículo 87 del CCA según la cual, celebrado el contrato, la ilegalidad de esos actos solo podía alegarse como fundamento de nulidad absoluta contractual. Si también se pretende la nulidad del negocio, deben identificarse sus causales y formularse las pretensiones que correspondan; su celebración no sanea automáticamente un acto previo ni revive términos vencidos. En el plano sustantivo, una circunstancia fiscal posterior tampoco convierte en originariamente ilegal una adjudicación válida.
En síntesis, la entidad debe decidir con base en la etapa, la potestad y las pruebas, sin confundir la necesidad de detener una contratación inviable con una dispensa general de sus deberes. Antes de adjudicar puede proceder la revocatoria de la apertura por causal legal; después rigen los límites especiales de la adjudicación y el examen autónomo de su ejecutoriedad, conforme a lo expuesto en consideraciones anteriores. La causa sobreviniente, su exterioridad y la ausencia de imputación requieren demostración para los efectos que en cada caso se invoquen. En este contexto, la Agencia proporciona estos criterios generales, pero no declara la validez de decisiones particulares ni define responsabilidades o indemnizaciones, materias que corresponden a las autoridades competentes.

vii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la revocatoria de los actos de apertura o de adjudicación y pérdida de fuerza ejecutoria, debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículos 29, 83, 90 y 209.
· Código Civil, artículo 64, subrogado por el artículo 1 de la Ley 95 de 1890.
· Ley 80 de 1993, artículos 25, 26, 27, 30 (numeral 12), 41, 44, 45 y 77.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2 (numeral 5, literal d), 9 y 32.
· Ley 1437 de 2011 (CPACA), artículos 3, 28, 34 a 42, 44, 89, 91 a 97, 137, 138, 140, 141, 161 (numeral 1), 164 (numeral 2, literal c) y 229 a 231.
· Decreto 111 de 1996, artículos 14 y 71.
· Ley 819 de 2003, artículos 10 a 12, y Ley 1483 de 2011, artículo 1.
· Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.2.1.5 y 2.2.1.2.1.5.2.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre la revocatoria del acto de adjudicación en los Conceptos C‑524 del 18 de agosto de 2020, C‑549 del 28 de agosto de 2020, C‑363 del 14 de septiembre de 2021, C‑618 del 5 de octubre de 2022, C‑633 del 25 de octubre de 2022, C‑750 del 1 de diciembre de 2022, C‑252 del 7 de julio de 2023, C‑770 del 5 de diciembre de 2024, C‑988 del 28 de enero de 2025, C‑063 del 3 de marzo de 2025, C‑999 del 28 de julio de 2025, C‑1052 del 11 de agosto de 2025 y C‑557 del 18 de mayo de 2026, C-941 del 21 de julio de 2026, entre otros. En relación con los actos de apertura, se ha expedido los conceptos C-1024 de 2024 y C-945 del 23 de agosto de 2025, entre otros. En todo caso, en el presente concepto se hace un análisis sobre la pérdida de la fuerza ejecutoria y otros aspectos. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,

[image: ]
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